A CIEN AÑOS
Mensaje a la ciudadanía en la emergencia nacional
Mexicanas y mexicanos.
En su lucha por liberar a México, hace un siglo los ejércitos de Villa y Zapata tomaron con las armas ésta capital. Cien años después nosotros la retomamos simbólicamente porque la herencia de Villa y Zapata ha sido traicionada. 

Y la retomamos también porque las mexicanas y los mexicanos nos merecemos un México mejor.
Un México donde no se entregue a los extranjeros nuestra riqueza natural; un México donde no haya presidentes corruptos que conceden megaproyectos a cambio de casas en Las Lomas; un México donde los campesinos conserven la propiedad de la tierra y puedan alimentarnos a todos; un México donde los trabajadores tengan empleo seguro y salario justo; un México donde no se mate a las mujeres, donde éstas tengan derechos y donde sus derechos se respeten; un México donde los pueblos indios no sean relegados sino reconocidos como originarios; un México donde todos tengamos trabajo digno, ingreso suficiente, vivienda adecuada, educación de calidad, alimentos sanos, derecho a la salud, acceso a la justicia, tranquilidad y seguridad… 
Y sobre todo un México donde no maten, donde no torturen, donde no desaparezcan a nuestros hermanos y nuestras hermanas, a nuestros hijos y nuestras hijas; un México donde no haya crímenes como el de Iguala y donde no golpeen y encarcelen a los que protestan por esos crímenes; un México de vida y no un México de muerte. Y, para empezar, un México sin Peña Nieto. 

El regreso del PRI a la presidencia de la República continúa y profundiza la política antinacional y antipopular de las últimas décadas. Y sobre todo profundiza el despojo: el despojo a la riqueza de la nación y el despojo a las mexicanas y mexicanos. 

Nos lo quieren quitar todo: los recursos naturales que son del pueblo, pero también el derecho al trabajo y el derecho a la tierra conquistados gracias a la Revolución. Nos arrebatan los lugares donde habitamos y donde laboramos. Nos arrebatan el patrimonio familiar y el comunitario. Nos arrebatan nuestros derechos individuales y colectivos. Nos arrebatan nuestros sueños, nuestras ilusiones, nuestras esperanzas… 
Desde hace treinta años las leyes se modifican para facilitar el despojo. Primero los cambios al artículo 27 constitucional que favorecen la privatización del ejido y la comunidad; luego la Ley minera que da prioridad a la extracción de minerales sobre cualquier otra cosa; después la firma del TLCAN que hipoteca nuestra soberanía; ahora la reforma energética que cede el petróleo, el gas y la producción y conducción de la energía eléctrica a las trasnacionales a la vez que facilita la usurpación de las tierras campesinas por Pemex, la CFE y los empresarios de la energía. 
Igualmente dañinas fueron la reforma laboral que entre otras cosas cancela la estabilidad en el empleo y legaliza los abusos patronales, la reforma educativa que no garantiza educación superior gratuita y de calidad para todos pero en cambio precariza el trabajo de los maestros de enseñanza básica dejándolos al arbitrio de la SEP, la reforma fiscal que al aumentar las cargas colaboró a frenar la economía y que castiga a los causantes cautivos, la ley de medios de comunicación que preserva al duopolio televisivo. 

Otro cambio legislativo amenazador es la anunciada reforma del campo que busca facilitar el pleno dominio y la venta de las tierras de propiedad social, tierras que pese a la contrarreforma del artículo 27 constitucional de 1992 son aun de ejidos y comunidades. 
Y la expropiación no sólo privatiza, también destruye el medioambiente. Los megaproyectos contaminan tierras y aguas, arrasan bosques y selvas, agotan o envenenan mantos freáticos, secan humedales, aniquilan manglares. Lo hemos dicho y lo repetimos: queremos proyectos de vida, no proyectos de muerte.

La amenaza más reciente es el intento del PRI, PAN y PVEM de reactivar una iniciativa de ley que dizque para garantizar el “derecho a la movilidad” acotaría los derechos constitucionales de manifestación, reunión y protesta social. Restricción de las libertades ciudadanas que la derecha pretende impulsar precisamente cuando se multiplican en todo el país las manifestaciones de protesta. 
Pero no vamos a permitir que cercenen nuestros derechos ni que nos despojen. No vamos a dejar que se salgan con la suya. Porque con el saqueo crece también la resistencia. Nunca en toda nuestra historia la defensa de las libertades, del territorio, del trabajo, del patrimonio y de la vida había convocado a tantas mexicanas y mexicanos. Obreros, campesinos, indígenas, empleados, estudiantes, maestros, comerciantes, artistas, pequeños empresarios, gente del campo y gente de la ciudad, hombres y mujeres, jóvenes y viejos, indígenas y mestizos, agricultores y colonos, pobres, clases medias y hasta algunos acomodados y ricos que también ven amenazados sus negocios. Todos se movilizan cuando su trabajo, su tierra, su patrimonio, su dignidad, su vida están en riesgo. 

Nos despojan a todas y a todos de modo que en esta lucha por la vida y contra los proyectos de muerte, nadie está de más y todos hacemos falta. 
Después de múltiples encuentros e intercambios, pensamos que son ocho los ejes estratégicos que pueden unificar la lucha de las mexicanas y los mexicanos.
Defensa de la soberanía nacional que corresponde originariamente al pueblo y que los gobiernos del PRI y el PAN han cedido a los Estados Unidos, a los organismos multilaterales y a las trasnacionales. 

Defensa de las riquezas naturales que son de todas y todos y debieran ser gestionadas socialmente, pero están siendo entregadas a las empresas privadas sobre todo trasnacionales, que las depredan. 

Defensa de la propiedad social de la tierra y del derecho de los pueblos a sus territorios. Lo que incluye tanto a las tierras campesinas como las colonias y lotes de las ciudades. 

Defensa del derecho al trabajo digno, seguro y bien remunerado, tanto para los asalariados urbanos como para los rurales.

Defensa del derecho a la salud, a la alimentación, a la vivienda, a la recreación y a una educación gratuita y de calidad para todos y todas.

Defensa del derecho al desarrollo urbano incluyente pluriétnico, multicultural y participativo.
Defensa de la producción campesina pagada a precios justos, sustentable y sin transgénicos, que sea soporte de la soberanía alimentaria y del derecho la alimentación.
Defensa de la democracia efectiva, de las libertades políticas y de los derechos humanos pisoteados por fraudes electorales, represiones y criminalización de las resistencias. 
Mexicanas y mexicanos. 
Vivimos tiempos de definición. El crimen de Iguala nos puso ante una encrucijada: o estamos con los muertos, los desaparecidos, sus familias y sus compañeros o estamos con quienes por sus actos o sus omisiones son responsables del crimen; o estamos con las víctimas o estamos con los victimarios; o estamos con la vida o estamos con la muerte.

México es un país de jóvenes en el que se mata a los jóvenes. La “guerra del narco” iniciada por Calderón y continuada por Peña Nieto es un juvenicidio que no podemos permitir. Juvenicidio del que el gobierno es principal responsable. Una responsabilidad que recae sobre los tres poderes: ejecutivo, legislativo y judicial, y los tres niveles: municipal estatal y federal.

El gobierno federal, que por sus incumbencias es el principal responsable, no está haciendo más que provocar y confundir. Los diez puntos anunciados por Peña Nieto hace una semana son demagógicos. Demagógicos pero también peligrosos.

Además de iniciativas recicladas y retórica hueca, hay en el anuncio presidencial una amenaza a la autonomía municipal y un intento de reeditar el Plan Puebla Panamá de Vicente Fox. Veamos.

Cuando los cárteles han infiltrado todos los niveles de gobierno y no sólo las alcaldías, la anunciada iniciativa de reforma constitucional que permitiría intervenir o disolver presuntos narcoayuntamientos, es un golpe al municipio libre y un regreso al centralismo autoritario y a los jefes políticos de los tiempos de Porfirio Díaz. 
Por otra parte, la estigmatización de Guerrero, Oaxaca y Chiapas porque supuestamente ahí se origina la mayor parte de los conflictos sociales y políticos es falsa, ofensiva y discriminatoria. Mientras que la pretensión de sacarlos del atraso mediante corredores industriales y megaproyectos incentivados fiscalmente es un mini Plan Puebla Panamá. Política repudiada por quienes sabemos que lo que interesa a las grandes corporaciones es la posibilidad de saquear los recursos naturales del sur y el sureste. Despojo que además de provocar más atraso y crear nuevos conflictos amenaza con desmembrar el territorio nacional. 
Después de la compra de la elección presidencial y de la imposición de las llamadas reformas estructurales, en 2013 vivimos tiempos de pasmo ciudadano. La gente estaba cada vez más descontenta pero no hallaba que hacer. En 2014 el pasmo terminó. El crimen de Iguala fue demasiado y el pueblo está despertando.
La consigna central es ¡Vivos se los llevaron, vivos los queremos! Y hay que gritarla una y otra vez…

Pero junto a este agravio que nos toca a todos, porque en este país todos somos Ayotzinapa pues todos somos víctimas, hay otros reclamos. Algunos son reclamos nuevos y otros son reclamos viejos, pero ninguno se resolvió y todos se agravaron en la administración de Peña Nieto.

Y es que mientras que en América Latina la mayor parte de los pueblos y gobiernos se va librando del pesado fardo del neoliberalismo, los que dizque gobiernan nuestro país siguen aferrados a un modelo que fracasó. Que se desfondó no sólo por su insufrible costo social y ambiental, sino también por su incapacidad de dinamizar la economía. 
Economía que en los dos años de Peña Nieto ha sido un verdadero desastre. El crecimiento de la producción apenas alcanza al de la población. La deuda externa e interna crece desmesuradamente sin que genere la expansión económica que permitiría pagarla. La dependencia alimentaria aumenta. Las exportaciones petroleras que sostenían las finanzas públicas disminuyen en volumen y en precio, mientras que se incrementa la importación de combustibles de modo que somos un “país petrolero” con saldo rojo en la balanza comercial de hidrocarburos. El peso se devalúa. La inflación se dispara. Los salarios reales se desploman. El empleo es insuficiente, precario y mal pagado. Los alimentos encarecen mientras que los campesinos que los producen reciben cada vez menos por sus granos. Y por si fuera poco fallan estrepitosamente todos los cálculos del Secretario de Hacienda Luis Videgaray. Fallan sus predicciones sobre el crecimiento de la economía, sobre la plataforma de producción petrolera, sobre el precio del crudo, sobre el tipo de cambio, sobre la inflación…
Pero peor que el de la economía es el problema de la seguridad. México es un tiradero de muertos con nombre y de muertos anónimos en más de 400 fosas clandestinas. En nuestro país todos los días son día de muertos. Y la responsabilidad es del gobierno. Un gobierno ilegítimo, corrupto, inepto, omiso y amenazante que si no puede con el paquete -y hasta ahora no ha podido- debe renunciar…
En esta grave situación los convocantes a esta gran acción unitaria llamamos levantar cuatro exigencias inmediatas:
1. Presentación con vida de los 43 normalistas de Ayotzinapa y castigo a los culpables materiales e intelectuales de los asesinatos y la desaparición forzada.

2. Salida de Peña Nieto de la presidencia de la República, como primer paso para iniciar el desmantelamiento del narcoestado. 

3. Libertad a las y los presos políticos y alto a la criminalización de la protesta.

4. Derogación de los cambios antinacionales y antipopulares a la Constitución llamados “reformas estructurales”.
Los próximos días, semanas, meses serán decisivos. Como pocas veces en nuestra historia una causa unifica a prácticamente todos los mexicanos. Y nos unifica no con el gobierno sino contra el gobierno. Un gobierno que a sus estrategias antinacionales y antipopulares, suma su corrupción, sus torpezas, sus frivolidades.
Nuestra causa es la causa de la vida, la causa de la paz, la causa de la justicia, la causa de la libertad. Y para llevarla adelante necesitamos evitar provocaciones para que el movimiento siga creciendo, para que se sigan sumando mexicanas y mexicanos hartos de tanta sangre, de tanta corrupción, de tanta impunidad.

Por estos días conmemoramos cien años de la Convención de Aguascalientes y de la toma de la capital por los ejércitos de Villa y Zapata. Pero sobre todo conmemoramos un acuerdo de unidad, el que pactaron los dos líderes en Xochimilco. Los rancheros mestizos del norte árido y los comuneros indígenas del pródigo sur venían de rumbos distintos y pensaban diferente. Pero los intereses del pueblo pesaron más y sin cancelar sus diferencias la División del Norte y el Ejercito Liberador del Sur se pusieron de acuerdo. 
Hoy cuando el país necesita con urgencia propuestas y acciones unitarias ¿Seremos capaces de ponernos de acuerdo? ¿Estaremos a la altura de Villa y Zapata?

Nosotros pensamos que sí. Por esto estamos aquí. 
JUSTICIA, TRABAJO, TIERRA Y LIBERTAD 
